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EDITORIAL

La presente revista Niñez sin Fronteras del 
Observatorio Regional de Migración Infantil –
OREMI- está dedicada a la situación de las niñas 
y las adolescentes migrantes de Honduras y 
Guatemala.

Los artículos que se presentan en esta revista, 
ponen en contexto la precaria situación de 
la población femenina menor de edad y sus 
condiciones de vulnerabilidad que las impele 
a abandonar sus contextos y marchar hacia 
lo desconocido, a enfrentar múltiples riesgos, 
mismos que han sido documentados en 
diferentes estudios y estadísticas.

En similares condiciones que los varones, a las 
niñas se les niega su derecho a la educación, 
expresado a través de los indicadores de 
cobertura y retención educativa, y sufren de 
las violencias intrafamiliares, escolares y en 
sus comunidades o barrios, en algunos casos, 
obligándoles a huir para no ser atrapadas por el 
crimen organizado. 

Específicamente, las niñas y adolescentes 
hondureñas y guatemaltecas son víctimas de 
las violencias sexuales, muchas de las cuales 
terminan en embarazos no deseados y partos, 
que ponen en riesgo su vida pero que también 
limitan el cumplimiento integral de sus derechos 
humanos.  Muchas deben abandonar la escuela, 
soportar ser juzgadas y señaladas en su propia 
familia y comunidad, las que les niegan el respaldo 
y el soporte que necesitan para salir adelante.  
Deben, por otro lado, aceptar integrarse a las 
pandillas o bandas que las acosan para ser 
parte de ellas, obligándolas a cometer actos 
vandálicos o a convertirse en parejas sexuales o 
sentimentales de los líderes de dichos grupos.

Escapando y huyendo de estas situaciones, las 
niñas y adolescentes, en su condición de mujeres, 
enfrentan otro tipo de riesgos en el tránsito, que 
se caracterizan principalmente por la violencia 
sexual que reciben de desconocidos, por lo 
que deben ir preparadas para utilizar métodos 

anticonceptivos que les libre de infecciones de 
transmisión sexual así como de embarazos no 
deseados.   Algunas de ellas son sometidas a 
explotación laboral, y en el peor de los casos, son 
víctima de trata, para ser explotadas sexualmente 
para la prostitución y otras manifestaciones 
comerciales.

No se libran en los países de destino de seguir 
siendo explotadas de múltiples maneras y de 
sufrir exclusiones, racismo, xenofobia.   Son 
principales víctimas de ser detenidas para 
las patrullas fronterizas, tienen que sufrir el 
encarcelamiento, en algunos casos la separación 
de sus familiares o tutores, y la deportación a su 
país de origen.

Actualmente se tiene muy poca información 
en relación con la cantidad de niñas, niños y 
adolescentes hombres y mujeres que migran; 
se tiene más claridad en cuanto al número de 
deportados. Las estadísticas afirman que en 
el caso de las niñas y adolescentes mujeres, 
ha habido un considerable aumento tanto en 
Honduras como en Guatemala.

En ambos países existen instituciones que son 
los garantes responsables del cumplimiento de 
los derechos de la niñez y adolescencia migrante 
(Secretaría de Bienestar Social –SBS-, Ministerio 
de Relaciones Exteriores, Secretaría de Obras 
Sociales de la Esposa del Presidente –SOSEP- en 
Guatemala; y Dirección de Niñez, Adolescencia 
y Familia –DINAF- en Honduras), todas ellas 
con muchísimos vacíos en cuanto a programas, 
proyectos e inversión en materia de prevención, 
atención e inserción a sus comunidades.

Es importante saber que, tanto en Honduras 
como en Guatemala, no existen protocolos, o no 
están actualizados, o no tienen un enfoque de 
derechos humanos, y tampoco de un enfoque 
de género, más allá del registro de sexo de los 
y las migrantes, especialmente de las personas 
menores de edad.



4

La revista “Niñez sin Fronteras”, es una producción 
del Proyecto Binacional a Favor de la Niñez 
Migrante, Guatemala-Honduras.

Este proyecto es posible gracias a la colaboración 
de: Kindernothilfe y el Ministerio de Cooperación 
Económica y Desarrollo de Alemania. 

Oficina de la Secretaría Ejecutiva de CIPRODENI.
5 calle 0-67, zona 1. 
Ciudad de Guatemala, Guatemala.

Septiembre, 2018.

Coordinación
COIPRODEN – Honduras.
CIPRODENI – Guatemala.
PAMI – Guatemala.

Elaboración
Equipo del Observatorio de los Derechos de la 
Niñez de CIPRODENI:
Ligia Flores
Eduardo Cajas
Sergio Lobos

Edición
Gladys Silva

Diseño y Diagramación
Diego Taqué

Colaboraron en este número:
Linda de León
Belinda Portillo 
Julia González

Como parte de esta implementación, se 
han llevado a cabo observaciones en la 
institucionalidad que alberga a la niñez retornada, 
observando principalmente las vulnerabilidades 
propias de las diferencias existentes entre 
hombres y mujeres, lo que impulsa a la revisión de 
las estrategias empleadas en dichas instituciones 
para incluir de mejor manera a las niñas y a las 
adolescentes mujeres. Esta situación enfrenta 
enormes limitaciones, ya que no se cuenta con 
personal capacitado para realizar las acciones 
necesarias, principalmente con un enfoque 
de derechos y de género, lo que implica una 
atención diferenciada a hombres y mujeres.  Los 
protocolos y la acción “coordinada” se quedan 
cortos ante estos enormes vacíos.

En este segundo número de la revista Niñez sin 
Fronteras que ponemos en sus manos, además 
de los análisis realizados bajo la óptica del género, 
se abordan otros importantes temas y noticias 
(como el II Encuentro Regional de Familiares 
de Migrantes Desaparecidos y Ejecutados), 
hasta terminar con el ABC de la Migración. 
Juntos, pretenden complementar esa mirada 
amplia que posibilite ir construyendo una mejor 
comprensión del fenómeno de la migración, 
especialmente en cuanto a niñez y adolescencia 
se refiere.
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La humanidad ha migrado siempre; existen 
teorías y estudios basados en cómo se pobló el 
mundo con base en la movilidad humana. Esta 
movilidad humana ha ido variando conforme 
las estructuras sociales y las relaciones de poder 
han ido evolucionando. Los motivos por los 
cuales el humano ha migrado son varios, no solo 
como por derecho humano sino por asuntos 
ambientales, económicos, políticos, religiosos, 
entre otros aspectos. 

En la actualidad se puede hablar de varios 
tipos de movilidad humana, entre ellos, el 
desplazamiento, que es una migración forzada 
debido a guerras, violencia social o estructural; 
la migración voluntaria, que está enfocada en 
la búsqueda de mejor calidad de vida. Otra 
forma de desplazamiento es el refugio, que 
involucra a las personas que han huido de su 
país porque su vida, seguridad o libertad han 
sido amenazadas (UNICEF, 2003); y también la 
migración internacional, cuando las personas 
salen de su país de origen para establecerse 
durante un tiempo en otro lugar (Micolta, 2005). 
En Honduras y Guatemala se puede hablar de 
este tipo de movilidad, a la que hay que agregarle 
el retorno, que también es un tipo de movilidad. 

En Guatemala, la migración comienza desde la 
colonia, durante la cual, la actividad económica 
generadora de riquezas se concentró en la 
extracción de recursos, lo que fue facilitado por 
una amplia disponibilidad de mano de obra que 
se nutrió de desplazamientos (Lopez, 2013). En 
la actualidad a lo interno de Guatemala sigue 
existiendo este tipo de migración; como ejemplo 
concreto, la zafra (cultivo de caña de azúcar) que 
emplea a miles de campesinos del norte del país, 
que migran hacia el sur. En Honduras existen 
fenómenos similares como el corte de café, 
campesinos migrando hacia la zona occidente 
del país, o más recientemente la migración por 
la palma africana y la industria textil hacia el 
noroccidente, que tiene cercanía con los puertos 
más activos de Honduras (Yup, 2018). 

La feminización de la migración

Las niñas entre fronteras
Por E. Cajas, 
L. Flores y
S. Lobos

Desde principios del siglo pasado, Honduras y 
Guatemala se constituyeron en dependencias 
económicas subordinadas políticamente a 
Estados Unidos. En las primeras décadas 
del siglo XX ambos países se caracterizaron 
por ser territorios bananeros explotados por 
transnacionales estadounidenses que llegaron 
a imponer su forma de cultivo y políticas de 
comercio, a la vez que utilizaban el suelo y a la 
mano de obra hondureña y guatemalteca. 

Respecto a la migración internacional en 
Guatemala, se pueden mencionar hechos 
puntuales que aceleran la migración hacia 
EE.UU. Entre ellos, la guerra interna (1960-1996), 
que provoca grandes desplazamientos hacia 
zonas urbanas que concentran la economía 
del país, hacia México y hacia EE.UU; otro 
hecho importante fue el terremoto de 1976, 
que provoca otra oleada de migrantes hacia 
lo interno y hacia lo externo. Tanto la guerra 
como el terremoto agudizan las problemáticas 
históricas y estructurales del país, y esto recaba 
en otra de las causas de la migración, la pobreza 
(Gramajo, 2018). En Honduras, en la época de 
1950-1970, se siguió con la tendencia de ser 
“República bananera”. Ambos países mantienen 
estructuras económicas del siglo pasado, bajo 
un modelo globalizador que socaba las bases 
que permitan construir un desarrollo sostenible. 

Entre las causas de la migración de la región 
Honduras-Guatemala, encontramos migración 
por vulnerabilidades, tales como violencia, poco 
o nulo acceso a la salud, a la educación, al empleo, 
alimentación y servicios básicos, que son causas 
generales que afectan tanto a hombres como 
mujeres, niños, niñas y adolescentes. Las cifras 
registran que la migración hacia Estados Unidos 
aumentó a partir de 1990, cuando se tornó 
explosiva y de carácter compulsivo, debido a la 
inestabilidad política en Guatemala y Honduras, 
al grado que sigue extendiéndose hasta la 
fecha.
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1Encuesta Nacional de Condiciones de Vida. 
2Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples. 

Los problemas históricos y estructurales que 
afectan a la población en general, han alentado 
la migración en específico hacia Estados Unidos; 
sin embargo, cada uno tiene particularidades en 
sus distintos roles dentro de las sociedades, por 
lo cual, vemos patrones que van cambiando en la 
migración. Una migración liderada por hombres 
en el siglo pasado se ha ido transformando y 
ahora forman parte otros grupos, como niñas y 
niños no acompañados, mujeres, embarazadas 
o con hijos, o bien familias completas.   

Se ha vuelto relativamente común hablar sobre 
el rol cambiante de la mujer en la migración y 
en particular, una de sus consecuencias, sus 
cónyuges uniéndose a ellas más tarde. Esto 
contrasta con la visión tradicional del hombre 
trabajador que se va primero, se establece 
y trae a su familia una vez que la situación 
de empleo y de vida se estabiliza y él haya 
ahorrado suficiente para pagarles el viaje. Un 
patrón tradicional es que la familia emigre como 
unidad, con el cónyuge masculino siendo el 
llamado “migrante principal”, es decir, el que 
llega con trabajo o ingresa al mercado laboral 
al llegar. Dichos patrones de migración familiar 
no son, por supuesto, el único tipo de patrón 
observado; la migración también se lleva a cabo 
por personas solteras, para quienes no hay 
reunificación familiar, excepto, tal vez, en casos 
en que el migrante regresa al país de origen 
para encontrar un cónyuge (OEA, 2014). 

En la década de 1990 se empieza con la acelerada 
feminización de la migración (Balbuena, 2003), 
y la OEA señala que desde 2010 las cifras de 
migrantes se han duplicado a nivel regional, 
aunque no se cuentan con datos exactos de 
los años 90 y de los 2000. La Dirección General 
de Migración de Guatemala reporta en el 2008 
una cifra de 28,051 deportados vía aérea, de 
los cuales 3,075 eran mujeres, es decir el 10 % 
del total de la población y menos del 1 % eran 
niñas y adolescentes menores de 18 años. En 
la comparación de la población de NNA, las 
mujeres representaron el 12 %. 

Las mujeres a lo largo de la historia han vivido 
en condiciones de desigualdad frente al sexo 
masculino, sometidas a múltiples situaciones 
de violencia de género por el hecho de ser 
mujeres. A nivel global el sistema patriarcal 
y el machismo generaron, normalizaron y 
legitimaron las desigualdades y la violencia de 
género. En algunos casos la violencia de género 
se intensifica para las niñas y adolescentes, 
pues se les percibe como inferiores y no se les 
reconoce como sujetas de derechos. 

En Guatemala y Honduras las niñas y 
adolescentes se ven mayormente afectadas por 
múltiples problemáticas y otras que, aunque son 
comunes a ambos sexos, les afectan de manera 
diferenciada. La pobreza, entendida como causa 
estructural, afecta al 68.2 % de las niñas, niños y 
adolescentes en Guatemala, según la ENCOVI1  
2014, y en Honduras, según la EPHPM2 2017, 
el 64.3 % de las niñas y niños viven en hogares 
pobres.

La violencia económica, ejercida a partir de 
condiciones estructurales de desigualdad, 
continúa siendo uno de los móviles principales 
para la migración forzada. La pobreza, 
comprendida como una múltiple violación 
sistemática de los derechos humanos, provoca 
presiones sobre las poblaciones excluidas que 
se ven en la necesidad de buscar alternativas 
para su supervivencia y desarrollo. En este 
sentido la migración se presenta como una 
opción atractiva para cambiar su situación 
adversa.          

El estudio Marcadas por la Migración (FCAM, 
2018), que aborda la realidad migratoria de 
niñas, adolescentes y mujeres jóvenes en 
Centroamérica desde su propia experiencia, 
expresa que la migración tiene el propósito de: 

Las niñas y adolescentes en el borde 
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La mejora de la calidad de vida y la búsqueda de 
trabajo, están en el centro de las motivaciones 
para migrar.  

Además, las niñas y adolescentes, en condición 
de pobreza, son obligadas a asumir roles como: 
el cuidado de sus hermanas y hermanos más 
pequeños, tareas domésticas relacionadas 
con cocinar, lavar la ropa, aseo de la casa, etc. 
De esta manera algunas niñas adquieren una 
mayor carga de responsabilidad que los niños y 
ello puede limitar sus posibilidades de iniciar o 
continuar sus estudios. A lo anterior se suma que 
en muchos casos se privilegia el estudio de los 
varones por considerar que serán ellos quienes 
se deben de preparar para “mantener” una 
familia y se deja sin la oportunidad de estudiar a 
niñas y adolescentes.

Lo expuesto se evidencia, según lo expresado 
en el citado estudio, de la siguiente manera “…
las adolescentes que no estudian, reportaron 
como factores que intervienen en esta situación, 
la incorporación a las labores de cuido de sus 
hermanitos, embarazos no planificados en 
algunos casos” (FCAM, 2018, pág. 8).

Los datos educativos también reflejan esta 
realidad para las niñas y adolescentes. La tasa 
neta de cobertura educativa para el 2016, en 
todos los niveles, es baja de manera generaliza 
en Guatemala; sin embargo, los siguientes 
departamentos reportan las tasas más bajas 
para niñas y adolescentes: Totonicapán (31.9 %), 
Quiché (35.6 %), Petén (34.8 %), Huehuetenango 
(38.5 %) y Alta Verapaz (40.1 %). A esto se añade 
que los departamentos de Alta Verapaz, Baja 
Verapaz, Suchitepéquez, Jutiapa, Quetzaltenango 
y Retalhuleu presentan las mayores diferencias 
en la tasa neta de cobertura entre niñas y niños. 

En el caso de Honduras, las niñas tienen mayor 
cobertura educativa. De acuerdo con la EPHPM 
2017, la tasa neta de cobertura educativa en 
todos los niveles para las niñas y adolescentes 
se ubica en 59.6 % y para los varones en 57.1%. 
No obstante, la cobertura educativa sigue 
siendo muy baja, sobre todo en los siguientes 
departamentos: Comayagua, Lempira, Olancho, 
Copán, Gracias a Dios, Yoro y El Paraíso. 

Fuente: Elaboración propia con datos del MINEDUC

Fuente: Elaboración propia con datos del Informe Sistema Educativo Hondureño 
en cifras Periodo Académico 2014 - 2016 de la Secretaría de Educación

Tasa Neta de Cobertura Educativa para todos los niveles,
desagregada por sexo y departamentos de Guatemala, año 2016

Tasa Neta de Cobertura Educativa para todos los niveles, ambos 
sexos, desagregada por departamentos de Honduras, año 2016

“buscar trabajo y enviar dinero que le 
permita a la familia cubrir sus necesidades, 
que sus hijas e hijos puedan ir a la escuela, 
tener dinero para comprar medicinas si se 
enferman. Las niñas logran percibir, que 
en sus comunidades las oportunidades 
de trabajo son muy escasas o no existen” 

(pág. 7).  

No es casualidad que una de las aspiraciones 
de las niñas y adolescentes migrantes sea poder 
continuar sus estudios o bien tener mejor calidad 
educativa. 
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Otra problemática que afecta de manera directa 
a las niñas y adolescentes es el embarazo a 
temprana edad y la maternidad forzada. Para el 
año 2017, en Guatemala, se registraron 1,248 
embarazos en niñas de 10 a 13 años (producto 
de una violación sexual) y 46,458 embarazos 
en adolescentes de 14 a 17 años, según datos 
del Ministerio de Salud Pública y Asistencia 
Social -MSPAS-. 

En Honduras, para el año 2016 de acuerdo 
con la Secretaría de Salud, se contabilizaron 
174 partos en niñas de 10 a 13 años y 13,815 
partos en adolescentes de 14 a 17 años. La 
maternidad forzada y el embarazo a temprana 
edad tienen consecuencias negativas a corto 
plazo, como la deserción escolar, problemas 
de salud3, exclusión social, entre otros. En el 
mediano y largo plazo trunca sus posibilidades 
de desarrollo integral y podría perpetuar el 
círculo de transmisión intergeneracional de 
la pobreza. Una problemática que deriva de 
considerar a niñas y adolescentes como objetos 
sexuales, además de imponerles el rol de la 
maternidad como vía de realización, en una 
lógica reduccionista que limita a las mujeres a 
la reproducción y cuidado de la familia. 

En Honduras como en Guatemala, haciendo 
una comparativa entre sexos, un 90 %, 
aproximadamente, de los casos por violencia 
sexual corresponde a niñas y adolescentes. En 
Honduras en el año 2017 se efectuaron 2,290 
exámenes por delito sexual a mujeres entre 0 a 
19 años. En el caso de Guatemala, fueron 4,457 
exámenes por delito sexual para el mismo año y 
la misma población. A su vez los grupos etarios 
de 10 a 14 y de 15 a 19 son los más afectados.  

3Según la Organización Mundial de la Salud las niñas y adolescentes 
podrían estar expuestas a enfermedades de transmisión sexual, anemia, 
hipertensión arterial, nefropatía, eclampsia y trastornos depresivos.

Fuente: Observatorio de Violencia de la Universidad 
Nacional Autónoma de Honduras.

Requerimientos fiscales para evaluación médico legal de delito 
sexual por grupos de edad según sexo en número de casos
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En el estudio Marcadas por la Migración 
muchas de las adolescentes que participaron 
en la investigación no mencionaron, de forma 
directa, haber sufrido violencia sexual antes 
de haber tomado a la decisión de migrar; sin 
embargo, las investigadoras expresaron que 
“el lenguaje corporal, sus silencios y lágrimas al 
tocar estos temas dejan entrever una realidad 
que por diversas razones no se quiere aceptar 
o expresar” (FCAM, 2018, pág. 18).

Por otro lado, el maltrato contra niñas y adolescentes 
es mayoritario respecto al sexo masculino. 
En Honduras, para el 2017, se hicieron 231 
evaluaciones médico-legales por maltrato a niñas 
y adolescentes, lo que  representó el 51.7 % de los 
casos. En Guatemala, entre enero y julio de 2018, se 
realizaron 302 exámenes por lesiones compatibles 
con maltrato en niñas y adolescentes, siendo estos 
el 58.9 % de los casos.   

Fuente: Elaboración propia con datos del INACIF. 

Fuente: Elaboración propia con datos del INACIF. 

Tasa de exámenes médicos por reconocimiento de delito 
sexual por cada 100 mil niñas y adolescentes y cantidades 

(en rojo), desglosado por edades quinquenales, 
2017 a julio de 2018. Guatemala.

Porcentaje de lesiones compatibles con maltrato desagregado 
por sexo, en niñas, niños y adolescentes guatemaltecos, 

enero a julio de 2018

Género
Femenino
Masculino
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Asimismo, la presencia de pandillas, maras y 
grupos del crimen organizado, con mayor fuerza 
en áreas urbanas en Honduras y Guatemala, 
amenaza el desarrollo integral, la integridad 
física e incluso las vidas de las niñas, niños y 
adolescentes. Las adolescentes no escapan del 
reclutamiento forzado de estos grupos delictivos, 
en ciertas ocasiones incluso son obligadas a 
mantener relaciones de noviazgo con algún 
miembro. Estando bajo amenaza de muerte a su 
persona o bien algún familiar, no les queda otra 
opción que formar parte de sus filas.

Al respecto, una adolescente hondureña expresa 
lo siguiente: 

Se puede deducir que la pobreza, la falta de 
cobertura educativa, sumado a los impedimentos 
para poder estudiar o continuar sus estudios, 
los embarazos forzados o a temprana edad, la 
violencia sexual, el maltrato físico y psicológico, 
la violencia intrafamiliar, las amenazas a su vida 
y demás violencias de género, como el acoso 
sexual y la imposición de roles de género, forman 
parte de móviles de migración forzada de niñas 
y adolescentes que no encuentran en Guatemala 
y Honduras las condiciones necesarias para 
desarrollarse de manera integral y segura.

Requerimientos fiscales para evaluación médico legal menor 
maltratado por grupos de edad según sexo en número de 

casos
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Fuente: Dirección General de Medicina Forense/Observatorio Nacional de 
la Violencia - INAH - Honduras

“... entonces si el marero te quiere para él 
ya no hay remedio, tu familia debe sacarte 
de la colonia o del país, pero deben saber 
cómo hacerlo, porque si no, pueden matar 
a quienes encuentren. Por eso hay veces 
que algunas muchachas dicen sí, me voy 

con él” (FCAM, 2018, pág. 17). 

A lo expuesto se añade el anhelo por la 
reunificación con familiares que migraron 
previamente. Hay NNA que no han visto a sus 
madres o padres en muchos años, o no les 
conocen porque migraron cuando aún eran 
bebés. No obstante, en esto hay diferencias de 
género en la toma de decisión, generalmente 
las niñas y adolescentes no suelen ser tomadas 
en cuenta a la hora de que la familia decide 
“mandarlas a traer”, mientras que los niños y 
adolescentes sí son consultados. 

Por todo lo anterior, se hace necesario que los 
Estados de Guatemala y Honduras fortalezcan los 
sistemas de protección integral para la garantía 
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, 
haciendo esfuerzos tendientes a erradicar las 
inequidades de género y las violencias de género. 

En el trayecto hacia el país de destino las niñas 
y adolescentes se ven expuestas a múltiples 
violencias: discriminación relacionada con el 
género, problemas de salud, abuso y violencia 
sexual, maltrato físico y psicológico, trata de 
personas, entre otras, incluso la muerte. Amnistía 
Internacional (2010) estima que el 60 % de las 
mujeres migrantes centroamericanas sufren algún 
tipo de abuso sexual en el trayecto migratorio. 
Es una práctica que las adolescentes y jóvenes 
mujeres migrantes se inyecten un anticonceptivo 
de larga duración para tratar de evitar embarazos 
no deseados, fruto de las violaciones, asumiendo 
de esta manera el hecho que podrían ser abusadas 
sexualmente.  (FCAM, 2018, pág. 18).  
	
Si consiguen llegar al país de destino, sobre todo 
las adolescentes y jóvenes, afrontan situaciones 
de xenofobia, machismo y una inserción al 
mercado laboral en condiciones desiguales 
respecto al sexo masculino. De hecho, los trabajos 
más accesibles son los relacionados con los 
cuidados y servicios, generalmente en hogares, 
donde nuevamente están expuestas a la violencia 
sexual. (FCAM, 2018, pág 12 y 20). Experimentan 
también procesos de resocialización que les 
exigen una rápida adaptación a la convivencia 
con sus familiares (si los tienen), acoplarse a otras 
culturas, aprender un nuevo idioma, incorporarse 
a una escuela radicalmente distinta a la de su país 
de origen, entre otras cosas.    



10

En el año 2014 Honduras reportó que el 40.1% 
(3,753) del total de los NNA deportados eran 
mujeres. Para el 2016 el porcentaje había 
descendido a 34.3 % (3,779), pero de enero 
a junio del 2018 se contabilizan 1,884 niñas y 
adolescentes deportadas, lo que representa el 
37.3 % de los casos, frente a los 3,169 niños y 
adolescentes deportados (62.7 %) durante el 
mismo año.  

NNA migrantes de Guatemala deportados, según 
sexo, 2012 a julio de 2018

NNA migrantes de Honduras deportados, según 
sexo, 2014 a julio de 2018

Fuente: Elaboración propia con datos de la DGM, Sosep y SBS

Fuente: Elaboración propia con datos de la DINAF.

Si son detenidas por autoridades, son 
encarceladas e inician procesos de deportación 
que no cumplen con los estándares 
internacionales en materia de protección; por 
ejemplo, para poder identificar si la niña o 
adolescente es una posible candidata a optar a 
asilo o refugio por condiciones de violencia (de 
distintos tipos) en su país de origen. 

En lo que respecta al regreso de las niñas y 
adolescentes hondureñas y guatemaltecas 
migrantes deportadas a sus países de origen, 
como se verá más adelante, los Estados 
de Honduras y Guatemala deben mejorar 
para ofrecerles una atención diferenciada e 
integral que les permita superar los traumas 
experimentados en todo el ciclo migratorio 
(origen, tránsito, destino y retorno), así como 
lograr una adecuada integración social, o 
brindarles opciones de protección internacional 
si así lo requiriesen.  

Dadas las dinámicas de la “migración irregular” 
no es posible saber con precisión cuántas 
personas migran, pero podemos tener una idea 
de la magnitud del fenómeno y sus características 
a partir de los datos de las detenciones realizadas 
por los países de tránsito y destino, y por los 
datos que ofrecen los países de origen cuando 
reciben a sus connacionales deportados. A partir 
de los datos obtenidos de Honduras y Guatemala 
sobre niñas y adolescentes deportadas se realiza, 
a continuación, una caracterización de esta 
población.   

El OREMI da cuenta de datos oficiales desde 
el 2012. Para ese año, el Estado de Guatemala 
reportó un total de 2,914 NNA deportados de 
Estados Unidos y México, de los cuales el 20.4% 
(595) del total eran mujeres. Sin embargo, año 
con año ha aumentado la presencia de las niñas 
y adolescentes respecto al sexo masculino. 
Entre enero y julio de 2018 el porcentaje de 
niñas y adolescentes deportadas se sitúa en el 
33.6 % (2,605); es decir, un aumento de 13.2 
puntos porcentuales respeto del año 2012. De 
dichos años, fue en el 2016 cuando se registró el 

porcentaje más elevado 36.3 % (4,539) de niñas y 
adolescentes migrantes deportadas. 

2012

2015

2015

2018

2014

2017

2018

2013

2016

2016

2014

2017

Género

Género

Femenino

Femenino

Masculino

Masculino

Caracterización de las niñas y adolescentes 
hondureñas y guatemaltecas migrantes 
deportadas
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Tomando en cuenta solamente a las niñas 
y adolescentes deportadas acompañadas, 
el porcentaje asciende, entre enero y julio 
de 2018, a 40 % (1,738) para Guatemala 
respecto al sexo masculino;  y a 45.3 % (1,606) 
correspondiente a niñas y adolescentes para 
Honduras, entre enero y junio de 2018.

Del universo de niñas y adolescentes 
guatemaltecas deportadas en 20184 el 66.7% 
(1,738) regresaron acompañadas de algún 
familiar y el 33.3 % (867) eran no acompañadas. 
Por su parte Honduras registró que el 85.2 % 
(1,606) de niñas y adolescentes deportadas 
regresaron acompañadas y el 14.8 % (278) 
eran no acompañadas.  

De enero a julio de 2018, han sido deportadas 
2,605 niñas y adolescentes guatemaltecas 
desde Estados Unidos y México, un 72.8 % 
más, comparado con el mismo periodo del año 
2017 (1,508). Según el pronóstico estadístico, 
el año 2018 podría cerrar con una cifra de 2,884 
niñas y adolescentes deportadas, mientras que 
1,543 se registraron para el 2017, lo que podría 
significar un aumento del 86.9 %.

El Estado de Honduras de enero a junio de 
2018 ha reportado 1,884 niñas y adolescentes 
retornadas sólo de México y Estados Unidos; 
esa cantidad ya supera a la del 2017 que 
terminó con 1,543. Se prevé que al finalizar 
el 2018, la cifra de NNA deportados ascienda 
a 7,732. En la suposición que se mantenga la 
tendencia de un 37.3 % del sexo femenino, la 
cantidad de niñas y adolescentes deportadas 
cerraría en 2,884 lo que implicaría un posible 
aumento de un 86.9 % respecto al año 2017.     

Fuente: Elaboración propia con datos de la DGM, SBS y SOSEP

Fuente: Elaboración propia con datos de la DGM, SBS y SOSEP

Fuente: Elaboración propia con datos de la DINAF.

Fuente: Elaboración propia con datos de la DINAF.

Niñas y adolescentes guatemaltecas deportadas, según 
situación migratoria, enero a julio de 2018

Niñas y adolescentes guatemaltecas deportadas desde 
Estados Unidos y México, enero a julio de 2018 y pronóstico 

(sombreado) de agosto a diciembre de 2018

Niñez y adolescencia hondureña deportada desde Estados 
Unidos y México, enero a junio de 2018 y pronóstico 

(sombreado) de agosto a diciembre de 2018

Niñas y adolescentes hondureñas deportadas, según situación 
migratoria, enero a julio de 2018

Situación migratoria

Año

Año

Situación migratoria

Acompañadas

2018, Actual

2014, Actual

2017, Actual

2016, Actual

Acompañadas

No Acompañadas

2018, Estimación

2015, Actual

2016, Acutal

2017, Actual

2015, Acutal

2018, Actual
2018, Estimación

No Acompañadas

4De aquí en adelante el año 2018 para Guatemala corresponderá de 
enero a julio y para Honduras de enero a junio. 
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El 81.3 % (562) de las niñas y adolescentes 
guatemaltecas deportadas no acompañadas 
en el 2018, tenía entre 14 a 17 años y el 18.7% 
(129) se encontraba entre los 0 y 13 años. En el 
caso de Honduras, para el 2018, el 43.8 % (826) 
corresponde a niñas retornadas de la primera 
infancia, el 23.2 % (438) a niñas y el 32.9 % 
(620) a adolescentes mujeres.   

Coincidentemente Petén (21.8), Huehuetenango 
(19.2), Zacapa (17), Santa Rosa (16.8), San Marcos 
(16.3) y Chiquimula (15.8) también presentan 
altas tasas de denuncias por violencia sexual. 
En cuanto a embarazos en niñas y adolescentes, 
los departamentos de Huehuetenango (306), 
Zacapa (264.1), Jalapa (262.6), Petén (256.9), 
Santa Rosa (217.3), Chiquimula (197.4,) están 
entre los departamentos que tienen las tasas 
más altas. Como ya se mencionó, la violencia 
sexual podría ser uno de los móviles para la 
migración forzada de niñas y adolescentes.  

De hecho, según datos de la Secretaría de 
Bienestar Social (SBS) de Guatemala, en el 
2018 han retornado 32 niñas y adolescentes 
madres, 8 en estado de gestación y 24 con 
sus hijas e hijos. Estas niñas y adolescentes 
madres eran procedentes de Huehuetenango 
(8), San Marcos (6), Baja Verapaz (4), Quiché (2), 
Quetzaltenango (2), Jutiapa (2), Retalhuleu (2), 
Alta Verapaz (1), Petén (1), Jalapa (1), Guatemala 
(1), Escuintla (1) y Chimaltenango (1). Es de 
hacer notar que los municipios de los cuales 
proceden las niñas y adolescentes madres 
también presentan altas tasas de embarazo. 

En Guatemala son los departamentos de San 
Marcos (7.9), Huehuetenango (5.6), Quiché (2.1), 
Quetzaltenango (1.7) en el occidente; 

Fuente: Elaboración propia con datos de la SBS.

Porcentaje de niñas y adolescentes migrantes no acompañadas 
deportadas a Guatemala, según edad, enero a julio de 2018

Tasa (en rojo) y cantidad de niñas y adolescentes 
deportadas no acompañadas desde Estados Unidos 

y México, según departamento, enero a julio de 
2018

Tasa y No. de niñas y adolescentes por las cuales se 
interpusieron denuncias por Violación Sexual, desagregadas por 

departamento, año 2018

Edad
0 a 13 años
14 a 17 años

Fuente: Elaboración propia con datos de la DINAF.

Fuente: Elaboración propia con datos de la SBS.
Tasa por c/10,000 niñas y adolescentes de 0 a 17 años.

Fuente: Elaboración propia con datos del MP.
Tasa por c/10,000 niñas entre 0 a 17 años.

Niñas y adolescentes hondureñas deportadas, 
según ciclo de vida, enero a julio de 2018

Ciclo vida
Adolescencia
Niñez
Primera infancia

Baja Verapaz 
(1.7) y Petén 
(1.1) en el norte; 
Jalapa (1.0), 
Jutiapa (1.0), 
Santa Rosa (0.9), 
Chiquimula (0.8) 
y Zacapa (0.8) 
en el oriente los 
que presentan 
las mayores 
tasas de niñas y 
adolescentes no 
acompañadas 
deportadas 
desde Estados 
Unidos y México. 
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Tasa y No. de embarazos en niñas de 10 a 17 años de edad, 
desagregados por departamento, enero a julio de 2018

Niñas y adolescentes madres migrantes no acompañadas de 
Guatemala según municipio de origen, enero a julio de 2018

Niñas y adolescentes deportadas desagregadas por 
departamento de origen, enero a julio de 2018

Cantidad de embarazos en niñas y adolescentes guatemaltecas 
de 10 a 17 años, desglosados por municipio, 

enero a julio de 2018

Fuente: Elaboración propia con datos del MSPAS.
Tasa por c/10,000 niñas entre 0 a 17 años.

Fuente: Elaboración propia con datos del MSPAS.
Tasa por c/10,000 niñas entre 10 a 17 años.

Fuente: Elaboración propia con datos de la SBS. Fuente: Elaboración propia con datos de la DINAF.

En Honduras, las mayores cantidades de niñas 
y adolescentes deportadas se observan en 
los departamentos de Cortés (1,129), Yoro 
(515), Francisco Morazán (497), Atlántida 
(454), Olancho (442), Colón (408), Copán 
(353) y Comayagua (332). Asimismo, los 
departamentos con la mayor cantidad de 
partos en niñas y adolescentes entre 10 y 17 
años son: Cortés (2,102); Francisco Morazán 
(1,584), Yoro (987), Comayagua (987), Colón 
(960), Olancho (845), Atlántida (813) y Santa 
Bárbara (798). 
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Partos de niñas y adolescentes (10 a 17 años) hondureñoas, 
según departamento, enero a diciembre de 2016

Fuente: Elaboración propia con datos de la Secretaría de Salud.

Niñas van, niñas vienen ¿Qué hacer?

La región norte centroamericana atraviesa 
por una coyuntura que interpela con urgencia 
a los Estados acerca de sus respuestas a la 
problemática de la migración infantil y de las 
respuestas diferenciadas que debería dar a 
las niñas y adolescentes en riesgo de migrar o 
retornadas. Sin embargo, se hallan más sombras 
y vacíos que luces y rutas de acción, cuando se 
buscan programas y políticas destinadas a la 
atención del fenómeno migratorio de niñez y 
adolescencia, desde perspectivas de Derechos 
Humanos y de género.

Organismos internacionales como el Comité 
de Derechos del Niño (CDN) de las Naciones 
Unidas (UN), y la Relatoría sobre los Derechos de 
los Migrantes de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) de la Organización 
de Estados Americanos (OEA), han urgido a 
los Estados cumplir con sus obligaciones en el 
contexto de la migración internacional. 

El CDN, en 2018, señaló al Estado de Guatemala 
la necesidad de que formule políticas que 
atiendan las causas de la “migración irregular”, 
así como la importancia de establecer marcos 
normativos de protección de las niñas, niños 
y adolescentes migrantes en el contexto de 
la migración internacional, además de la 
adopción de medidas para proteger a los 
NNA deportados y la reunión de información 
y desglose de datos sobre NNA migrantes. 

En el caso de Honduras, el CDN recomendó, 
además, al Estado, en 2015, que:

El Comité para la eliminación de la 
discriminación contra la mujer (CEDAW, por 
sus siglas en inglés) y la Relatoría para las 
Migraciones de la CIDH, advirtieron sobre la 
importancia de crear políticas de atención al 
fenómeno migratorio desde una perspectiva de 
género, debido al contexto de discriminación 
por motivos de género que sufren las mujeres, 
y la violencia machista de la región. De tal 
cuenta, surgen interrogantes sobre las políticas 
migratorias que implementan los Estados 
expulsores para atender las necesidades de las 
niñas y las adolescentes, desde una perspectiva 
específica.

El Estado de Guatemala carece de una 
Autoridad Migratoria y de políticas migratorias 
nacional e internacional, por lo que atiende el 
fenómeno desde medidas puntuales de escaso 
impacto. La Secretaría de Bienestar Social de 
la Presidencia (SBS), la Secretaría de Obras 
Sociales de la Esposa del Presidente (SOSEP) y 
el Ministerio de Relaciones Exteriores (MINEX), 
son las instancias garantes de los Derechos 
de las niñas, niños y adolescentes migrantes 
guatemaltecos en tránsito, detenidos en otros 
países o retornados. En el caso de Honduras, 
le corresponde a la Dirección de Niñez y 

“adopte todas las medidas necesarias 
para poner fin a la detención 
administrativa en terceros países de niños 
que están a la espera de ser repatriados, 
y vele por que los niños migrantes sean 
informados de su condición jurídica, 
comprendan plenamente su situación y 
tengan acceso a los servicios de defensa 
pública y/o a tutores durante todo el 
proceso. Asimismo, debe informarse a 
los niños de que pueden ponerse en 
contacto con sus servicios consulares”. 
(Observaciones finales sobre los informes 
periódicos cuarto y quinto combinados 
de Honduras. Nº. 76, literal b).

De medidas puntuales hacia acciones integrales
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Adolescencia y Familia (DINAF), a través 
de su programa de Migración y Restitución 
Internacional de NNA, y su Secretaría de 
Relaciones Exteriores.

Marwin Bautista, subsecretario de Protección y 
Acogimiento de la SBS, e Ingrid Divas, titular 
de la SOSEP, reconocen las limitaciones legales 
y de recursos que tienen ambas instancias 
para la atención integral de las niñas, niños y 
adolescentes migrantes retornados al país, 
desde México y Estados Unidos. 

SBS no registra, no documenta o hace 
seguimiento de casos porque “no está en 
sus funciones”.   La SOSEP no sistematiza la 
información, porque el tiempo de atención 
que brindan a las NNA retornados es corto; 
en promedio son entrevistados durante 30 
minutos por una psicóloga que les atiende 
en una oficina instalada en el Aeropuerto La 
Aurora. Otro de los problemas que limitan la 
intervención de SOSEP, según Divas, es que 
“de 10 mujeres, unas 2 o 3 deciden quedarse y 
buscar la forma de llevar su vida en Guatemala. 
El resto quiere hacer el segundo intento de 
regresar, a otras no les interesa pertenecer a 
un proyecto; sencillamente nos dicen que no, 
o dan información que no es la correcta”.

La SBS invierte al menos Q1, 656,087, en los 
dos programas de atención no residencial que 
ofrece a NNA deportados y en “prevención” 
de la migración. El presupuesto de los dos 
albergues Nuestras Raíces de Guatemala 
(Q. 534, 618.00) y de Quetzaltenango (Q. 
614,476.00) asciende a Q. 1, 149,094.00. 
Bautista dice que el personal multidisciplinar de 
los albergues está conformado por sicólogas, 
trabajadoras sociales y los Oficiales de 
Protección Infantil (OPI), que ofrecen atención 
inmediata de crisis o de seguimiento en casos 
cuando un juez de niñez y adolescencia se los 
ordene.

Marleny Montenegro, sicóloga del programa 
de Migraciones del Equipo de Estudios 
Comunitarios y Atención Psicosocial (ECAP) 
–institución que desarrolla un programa de 
apoyo a adolescentes deportados originarios 
de Quiché- explica que los adolescentes que 

apoya ECAP –unos 30 al año- permanecen en 
casa Nuestras Raíces hasta media hora luego 
de su deportación, “comen algo y les hacen 
una entrevista; esa es la atención psicosocial”, 
que les ofrece SBS, se lamenta. Además, señala 
que el personal de la institución tampoco habla 
los idiomas maternos de los adolescentes 
deportados.

El programa Quédate, “primer esfuerzo 
estatal para prevenir la migración irregular de 
adolescentes deportados y en situación de 
riesgo mediante la formación técnica” –como 
lo presenta en su sitio web SBS- tiene asignado 
un presupuesto de Q. 506,993.00. Su única 
sede funciona en Santa María Visitación, en 
Sololá, donde desarrolla cursos de reparación 
y mantenimiento de computadoras, de inglés 
turístico, de manejo de Windows y Office, de 
corte de cabello unisex –ahí radica el enfoque 
de género del programa, explica Bautista-, de 
anfitrión de turismo comunitario, de diseño 
digital y animación, y camarero de hotel. La 
SBS cubre el 50 % de las “becas” que ofrece a 
las chicas y chicos; el resto lo cubre el Instituto 
Técnico de Capacitación y Productividad 
(INTECAP). Hasta agosto de 2018 había 
atendido a 660 adolescentes en riesgo de 
migración, dice Bautista. En 2015, su primer 
año, atendió 8 adolescentes deportados; en 
2016 fueron 25 y en 2017 alcanzó 114.

Montenegro considera que se deben 
contemplar las necesidades de las comunidades 
y las expectativas de las y los adolescentes. 
“Algunos proyectos están pensados desde 
afuera; se deben evaluar los recursos de 
las comunidades y construir junto con ellas, 
no sería tan difícil si las municipalidades lo 
pudieran hacer”, argumenta.

Según Wendy Ruiz, directora interina de la 
Dirección de Servicio Social de SOSEP, la 
institución carece de presupuesto específico 
para la atención de NNA migrantes deportados 
que viajan con sus familiares. Desde 2012, 
la SOSEP forma parte de la Comisión para la 
Atención Integral de la Niñez y Adolescencia 
Migrante, creada por el  acuerdo gubernativo 
146-2014.
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La SOSEP ejecuta cuatro programas: Servicio 
Social, Creciendo Seguro, Mis Años Dorados 
y Hogares Comunitarios, en sus 22 sedes 
departamentales, en los que se atiende a 
mujeres, niñas, niños y adultos mayores. En total, 
19 deportados fueron atendidos, la mayoría 
de los cuales provenían de Huehuetenango. 
Datos proporcionados por SOSEP, dan 
cuenta de una mayoría de mujeres migrantes, 
quienes encabezaron las unidades familiares 
deportadas. De los ingresos de unidades 
familiares hasta el 4 de septiembre de 2018, se 
identificó a 642 madres y 395 padres; mientras 
que 761 fueron niños y 565 niñas. 

Se desconoce los montos destinados y 
ejecutados en la atención consular de las niñas 
y niños o la cantidad de casos atendidos por 
los consulados guatemaltecos en México y 
Estados Unidos, para garantizar la protección 
de NNA en general, y particularmente del tipo 
de requerimientos de cada caso. Se buscó la 
versión del Director de Asuntos Consulares del 
MINEX, Ricardo Girón, pero no fue localizado, ni 
por correo electrónico ni por medio de llamadas 
telefónicas a su oficina. 

En el caso de la DINAF, actualmente trabaja con 
el Sistema de Garantía Integral de Derechos 
de Niñas y Niños, que tiene presencia en los 
consejos municipales, departamentales y el 
nacional. Además, hay Unidades Municipales 
de Atención al Retornado (UMAR), ubicadas en 
16 de los 18 departamentos. Francisco Urbina, 
responsable del Programa de Migración y 
Restitución de niñas, Niños y Adolescentes de 
la DINAF, explica que “cuando una persona 
se acerca a la UMAR se identifica el perfil y los 
servicios disponibles de las 12 instituciones 
estatales disponibles, que pueden ser para el 
perfil de reunificación e información, pobreza, 
violencia o discapacidad entre otros; y, de 
acuerdo al interés de la persona, se inicia un 
proceso de acompañamiento cercano para 
su reinserción social, familiar, educativa y 
económica”.

La DINAF impulsa el proceso de instalación del 
Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez y 
Adolescencia en Honduras (SIGADENAH), que 
incluye tres enfoques: Prevención, Promoción 

y Seguimiento. “El enfoque de prevención 
contempla la migración infantil irregular, 
prevención de la violencia que también genera 
migración irregular y otras situaciones de 
vulneración de derechos”, concluye Urbina.

El principal reto para los Estados es colocar 
en el centro de su interés a las niñas, niños y 
adolescentes, y reconocer a las niñas y las 
adolescentes como titulares de Derechos con 
necesidades particulares dentro de los flujos 
migratorios. Esta situación supone el diseño, 
la aplicación, el seguimiento y la evaluación 
de las políticas migratorias con la participación 
protagónica de las sujetas de derechos. 
Pero ¿cómo garantizar que las niñas y las 
adolescentes expresen sus necesidades y den 
cuenta desde sus perspectivas de los impactos 
que tienen las violencias en sus vidas?

Linda de León de los Misioneros Scalabrinianos, 
considera que la conformación de equipos 
multidisciplinarios formados en género, es 
fundamental para que la atención integral 
que ofrece el Estado, contribuya a romper 
con estereotipos de género, discriminación 
y violencia, que limita la participación de las 
niñas, las adolescentes y las mujeres migrantes, 
en la construcción de las acciones para resolver 
sus problemáticas.

Los protocolos para la atención de las niñas, 
niños y adolescentes migrantes en tránsito, 
destino y durante su retorno, son fundamentales 
para la construcción de propuestas con 
enfoque de Derechos y enfoque de género.  
De León explica que en estas herramientas 
se debe hacer referencia a la atención e 
identificación de vulnerabilidades específicas 
de las niñas y las adolescentes migrantes que 
permitan el seguimiento respectivo. 

Actualmente el gobierno de Guatemala 
posee tres protocolos, creados con el 
apoyo y acompañamiento de los Misioneros 
Scalabrinianos: el Protocolo de Recepción de 
niñez y adolescencia migrante no acompañada; 
el Protocolo Psicosocial para la Atención y 

Las niñas y las adolescentes con voz propia
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Protección Consular a la Niñez y Adolescencia 
Migrante con Enfoque de Derecho; y el 
Protocolo para la Atención Integral a Familias 
Migrantes con Enfoque de Derechos y Enfoque 
Psicosocial. 

“Estamos viendo el tema de seguimiento del 
caso. Hacemos el análisis sobre a quién le 
corresponde elaborar el plan de protección 
a partir de las necesidades de niñas, niños 
y adolescentes o la motivación y darle una 
alternativa”, asegura Bautista de la SBS.

Ingrid Divas, titular de SOSEP, reconoce que 
se requiere “una respuesta de Estado”. Por 
tal razón, “hay mesas [la Comisión creada por 
acuerdo gubernativo 146-2014] que están 
trabajando temas específicos para que de 
forma conjunta se puedan tomar todas aquellas 
acciones que cada una de las instituciones, 
de acuerdo con sus competencias, puedan 
facilitar, para buscar esa raíz de por qué se 
quieren ir”, asegura. 

Los flujos migratorios de niñez y adolescencia 
de Honduras y Guatemala tienen sus 
similitudes y particularidades. Pero la atención 
regional de la problemática es necesaria, 
para la protección internacional desde una 
perspectiva amplia de Derechos Humanos y 
de género, porque, como advierte De León, 
“en contextos migratorios, la edad y el género 
marcan una gran diferencia que muchas veces 
no se visibiliza como debiera hacerse”.
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Misioneros de San Carlos Scalabrinianos es una organización de base religiosa 
que se encuentra realizando esfuerzos importantes en la atención a poblaciones 
en contextos migratorios: incidencia por el respeto a los derechos de las personas 
migrantes, coordinación con entidades de gobierno para la atención de niñez 
y adolescencia no acompañados/acompañados y  la experiencia de albergues 
de puertas abiertas con servicios de asesoría legal, médica,  hospedaje y otros. 
Misioneros ha generado una serie de propuestas y estrategias de intervención 
que permiten re-pensar los mecanismos actuales y poner a discusión miradas 
más amplias a la persona por sobre su condición migratoria.

La cotidianidad en los procesos  ha exigido, en 
primer lugar, sistematizar las experiencias para 
luego traducirlas en procedimientos con enfoque 
de derecho y desde una mirada psicosocial, 
como una propuesta que debe validarse desde 
los resultados que se obtengan. Actualmente 
en Guatemala, Misioneros de San Carlos cuenta 
con cartas de entendimiento con entidades de 
gobierno para el apoyo y fortalecimiento de 
una atención   a niños, niñas y adolescentes en 
condición migratoria que visibilice la necesidad 
de ir más allá de la documentación. El presente 
artículo tiene como objetivo hablar sobre el 
resultado de estas experiencias y traducirlas en 
propuestas, tal es el ejemplo de la vigencia de 
protocolos1 que inciden directamente en tres 
procesos diferentes que impactan de manera 
directa en la niñez y adolescencia: la protección 
consular guatemalteca en Estados Unidos y 
México y la recepción de NNA no acompañada  y 
acompañada. El seguimiento a la implementación 
de estos protocolos ha dejado como resultado 
primario, que los documentos no son textos 
acabados, sino que se encuentran en constante 
actualización tanto por la versatilidad de los flujos 
migratorios con las condiciones respectivas de 
los mismos y también por los retos que implican 
en la práctica.

La elaboración de dichos protocolos se ha 
realizado con el acompañamiento de los equipos 
encargados de la atención directa y en base a 
los lineamientos nacionales vigentes2 en materia 
de niñez y adolescencia migrante de Guatemala 
y tomando como base la reglamentación 
nacional a raíz de la entrada en vigencia del 

Por Linda 
de León
Misioneros
Scalabrinianos

Niñez y adolescencia migrante:
Aproximaciones a la aplicación de un enfoque de género

1Misioneros de San Carlos Scalabrinianos y Unicef cuentan con 3 
protocolos: Protocolo de Recepción de niñez y adolescencia migrante 
no acompañada;  Protocolo Psicosocial para la Atención y Protección 
Consular a la niñez y Adolescencia Migrante con enfoque de derecho; 
Protocolo para la Atención Integral a Familias Migrantes con Enfoque 
de Derechos y Enfoque Psicosocial. En los tres documentos se hace 
referencia a la atención e identificación de vulnerabilidades que 
permitan – posteriormente-el seguimiento respectivo. En el caso 
del seguimiento no se incluye en tales documentos ya que se realiza 
desde mecanismos diferentes, es por eso que el presente artículo se 
enfoca desde los espacios de recepción  correspondientes –albergues, 
estaciones migratorias y centros de recepción vía aérea y terrestre-. 
2Protocolo Nacional para la recepción y Atención de Niñez y 
Adolescencia migrante. Comisión para la Atención Integral de Niñez y 
Adolescencia Migrante. Febrero 2018

Imagen: Linda de León

código migratorio.   Los procedimientos de 
construcción y validación han requerido de la 
implementación de mecanismos que conllevan 
una estrategia de seguimiento y socialización 
para fortalecer la aplicación.

La construcción y validación de los protocolos 
ha requerido nombrar desde el mismo 
documento una serie de principios como 
guías rectoras y directrices para la intervención 
sostenible y que permita abarcar de manera 
amplia diversas situaciones bajo un enfoque 
de derecho; por ejemplo, puede mencionarse: 
la no revictimización, la seguridad humana, no 
separación de familias, el interés superior del 
niño, la no discriminación, enfoque de género, 
entre otros.
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La implementación de un enfoque de  derechos 
es claro, implica asegurar la realización del 
ser humano “sin distinción alguna de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política, 
origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición”3, y 
la Declaración de los Derechos del Niño lo 
refuerza al indicar que: “Estos derechos serán 
reconocidos a todos los niños sin excepción 
alguna ni distinción o discriminación por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, 
nacimiento u otra condición, ya sea del propio 
niño o de su familia.”4. Todas y todos   tienen 
los mismos derechos, pero definitivamente 
diferentes necesidades.

¿Qué se entiende por género?

Últimamente se han encontrado diversas 
propuestas de atención que toman como eje 
principal el enfoque de género. Pero, ¿qué es 
el género? Para comenzar, nos referimos al 
sexo para definir aquellas diferencias físicas 
entre hombres y mujeres; y al género, como la 
valoración y el significado de estas diferencias, 
traduciéndolas en roles, estereotipos y prácticas  
que se construyen socialmente. Generalmente 
no se discuten, y se reproducen en todos los 
espacios: familia, escuela, trabajo, medios 
masivos de comunicación, etc., y a su vez son 
reforzados por medio de reglas, discursos 
sociales o normas institucionales. 

Estas diferencias de las que hablamos y la 
validación social que las acompaña, genera 
una serie de desigualdades que muchas veces 
coartan  el desarrollo y el proyecto de vida de 
las personas. 	

En contextos migratorios, la edad y el género 
marcan una gran diferencia, que muchas 
veces no se visibiliza tal cual debiera hacerse. 
¿Por qué es importante visibilizarla? Porque 
permite crear, desde la necesidad, aquellos 
mecanismos de intervención diferenciada, sin 
asumir que todas y todos necesitan lo mismo.

Se reproducen roles cuando en los diferentes 
espacios de atención se espera que las mujeres 
y hombres cumplan con ciertas expectativas 
relacionadas con el género.  Por ejemplo: Las 
mujeres están destinadas a cuidar de otros y a 
los hombres a mantener un rol de proveedor, 
el no tomar en cuenta la opinión de las niñas 
o adolescentes mujeres con respecto a sus 
necesidades y que se les considere “calladas” y 
sumisas como una condición natural. 

Lo que no se nombra, no existe.
Conocer las diferentes historias de las niñas, 
niños y adolescentes mujeres y varones, brinda 
elementos que deben incluirse para la aplicación 
no solo de un enfoque de derechos humanos, 
sino también una intervención que tome en 
cuenta el género.

¿Por qué es necesario abordar estas condiciones 
desde los protocolos?, porque requieren de 
intervenciones específicas que van más allá 
de procedimientos. Cuando se trata de estas 
condiciones, no es recomendable dejar a 
discreción las decisiones para la intervención.  
La aplicación del Interés Superior del Niño5  
brinda elementos claves para determinar cómo 
se deben de tomar en consideración todas las 
características específicas de las niñas, niños 
y adolescentes. El género debe ser una de las 
consideraciones a evaluar, desde la opinión que 
la niña, niño o adolescente brinde, la  identidad, 
preservación del entorno familiar, situación de 
vulnerabilidad, entre otros. 

Un enfoque de género en la atención a niñez y 
adolescencia no acompañada y acompañada se 
fortalece cuando se toma en cuenta:

3Declaración Universal de los Derechos Humanos. Artículo 1 y 2.
4CDN

5Para mayor información sobre interés superior de las NNA como un 
derecho, un principio y una norma de procedimiento se recomienda 
la revisión detallada  de Observación General N. 14 (2013) sobre el 
derecho del niño a que su interés superior sea una consideración 
primordial. CDN.

-Visibilizar cómo las  prácticas cotidianas 
de atención muchas veces llevan implícita 
la reproducción de estereotipos y roles 
que repercuten de manera directa en 
las condiciones de desigualdad y en la 
discriminación por género. 
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6Desde enero de 2018, Guatemala cuenta con proceso de Registro 
Nacional de Agresores Sexuales –RENAS-, creado según Decreto 
Número 22-2017. El RENAS es una base de datos a nivel nacional 
donde aparecerán todas aquellas personas que hayan sido 
condenadas por algún delito sexual, además se publicarán todas 
las noticias y solicitudes relacionadas a condenas. La constancia es 
indispensable para todas aquellas personas que trabajen con niñas, 
niños y adolescentes, pues brinda información oportuna sobre  los 
antecedentes. Para mayor información consultar: http://consultasmp.
mp.gob.gt/constanciaIndividual/index.html?q=

Al momento de darle seguimiento a la 
implementación de protocolos, se han 
realizado observaciones guiadas de la dinámica 
en espacios de atención a niñez y adolescencia 
en contextos de retorno – específicamente en 
albergues de 72 hrs. previos a la reunificación 
familiar- y ha sido evidente observar cómo 
los   espacios físicos son liderados por niños 
o varones, siendo estos quiénes más juegan, 
quienes más expresan las ideas, pensamientos 
y vivencias. Las niñas y adolescentes mujeres 
tienden a retraerse, a aislarse, refugiarse en el 
silencio y la espera,  a ocupar menos espacios  
aun teniendo la misma disponibilidad. 

Es necesario entonces evaluar cuáles están 
siendo las estrategias de intervención grupales 
dentro de dichos espacios; y qué tipo de 
participación es la que se está reforzando. 	
	
No debe darse por sentado que todas y todos 
saben  que pueden expresar opinión y usar los 
espacios; se debe validar y asegurar que las 
opiniones expresadas se tomarán en cuenta 
por igual y analizadas en un contexto seguro 
de atención. Esto es primordial para estos 
espacios en donde se tiene como objetivo la 
identificación de vulnerabilidades.

Así mismo, promover mecanismos de 
expresión de opinión que vayan más allá de 
la verbalización: implementando boletas, 
buzones de opinión, libros de actividades, etc.

Es importante, en equipo y bajo un   análisis 
multidisciplinario, revisar la implementación de 
prácticas de separación de mujeres y hombres 
en diferentes espacios y circunstancias.   En 
caso de darse la separación, esta debe:

Revisar que esta práctica sea flexible y evitar 
aquellas que sí constituyen un acto de 
discriminación de otras que tienen como fin 
la organización, clasificación o un manejo 
específico de la situación, etc.  Por ejemplo: al 
tener el conocimiento de un hecho de violencia 

En general, los prestadores de servicios con 
niñas, niños y adolescentes no cuentan con 
un proceso de formación y deconstrucción 

Prácticas que promuevan los roles 
estereotipados de género.
Uso de un  lenguaje sexista.
Acciones y actitudes de acoso, violencia 
–en cualquiera de sus manifestaciones- 
entre los miembros de los equipos y hacia 
las niñas, niños y adolescentes.
Descripción de rutas y   procedimientos 
de queja o denuncia por hechos de 
discriminación, abuso o violencia.
Identificar perfiles de riesgo relacionados 
con historiales de acoso o delitos dentro 
de los equipos que tienen a su cargo la 
atención directa e indirecta de niñas, niños 
y adolescentes6

Otros que se consideren relacionados al 
tema.

-

-
-

-

-

-

colectivo durante el tránsito, las intervenciones 
psicosociales grupales –posterior a una 
individual- se consideran efectivas para la 
reelaboración de la experiencia, las cuales sí 
deben realizarse separadas hombres-mujeres, 
ya que ambos experimentaron el mismo 
hecho pero con repercusiones y elaboraciones 
diferentes.

Contar con equipos técnicos multidisciplinarios 
fortalecidos desde el enfoque de género. 
Los procesos de sensibilización y los talleres 
de formación dirigidos a tales equipos son 
considerados importantes, pero no la única 
alternativa de inclusión del enfoque. 

Desde los manuales de funciones y 
responsabilidades, los reglamentos y las 
pautas de convivencia, deben nombrarse de 
manera clara los procedimientos a seguir y las 
alternativas, en caso de:

Promover la atención diferenciada y no un trato 
de inferioridad que tenga como resultado 
el impedir o anular el reconocimiento de la 
persona como sujeta de derechos.  
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7“Cuando somos capaces de ridiculizar la igualdad” 10 de diciembre 
de 2011. Movimientos de Género. Redes de Mujeres para el 
empoderamiento. Blog spot.

relacionada al género. Se encuentran prácticas 
que refuerzan los roles y la culpabilización: a 
una adolescente mujer víctima de violencia 
sexual se le culpa  por provocar la situación o no 
denunciarla. Se pasa por alto que la atención se 
está brindando a niñas, niños y adolescentes 
con historias que traen consigo mandatos 
de género de acuerdo a sus condiciones 
económicas, sociales y culturales, que se 
traducen en la forma en que se relacionan con 
su cuerpo, el entorno  y los otros.

La aplicación de una perspectiva de género 
también significa dar a conocer y asegurarse 
que se brinde toda la información necesaria 
relacionada con los procedimientos de atención 
a niñez y adolescencia migrante, que se utilice 
un vocabulario adecuado, entendible, y brindar 
información diferenciada para hombres y 
mujeres. Hablar de los derechos, mecanismos 
de protección o asistencia letrada, desde una 
relación horizontal de quienes atienden hacia 
las niñas, niños y adolescentes, es clave para el 
empoderamiento.

Esto favorece la comprensión de la situación, 
la toma de decisión y la participación activa 
desde las capacidades que se ven limitadas 
muchas veces por el género. 

Para las niñas y adolescentes mujeres, el rol 
estereotipo tradicional indica que no puede 
tomar decisiones u opinar sobre su propio 
cuerpo y que depende exclusivamente de 
otros para tomar la decisión. En estos casos se 
hace vital tomar en cuenta toda la información 
con la que se cuenta, así como la opinión de 
los otros para valorar de manera acertada y en 
conjunto la situación. 

En las intervenciones con mujeres adolescentes 
que migran a “escondidas” de los padres, se 
les tacha o culpabiliza de “salirse con el novio” 
como una forma de minimizar el riesgo y se 
toma como una acción rebelde relacionada con 
la edad. Antes de recurrir a una culpabilización, 
revisar la condición de vulnerabilidad a la que 
está expuesta.

Los adolescentes varones no acompañados 
muchas veces no entienden y se molestan 

por el procedimiento de reunificación familiar, 
no lo consideran necesario ya que migraron 
solos y llevan quizás muchos años de valerse 
por ellos mismos. La exposición al riesgo y a 
la independencia desde edades tempranas 
también les ha llevado a tomar acciones que 
deben abordarse  desde el enfoque de derecho 
y protección acorde a la edad. 

Por otro lado, los mensajes que se transmiten 
a las niñas, niños y adolescentes requieren una 
revisión profunda para evitar las comparaciones 
que ridiculizan lo femenino y refuerzan el poder 
de lo masculino en contextos migratorios. Es 
comprobable que el lenguaje no es solo una 
serie de sonidos, también transmiten ideología7:

“No te vas a poner triste porque no vienen por 
ti tus papás, los hombres no lloran son fuertes”; 
“Sólo las niñitas no aguantan subirse al tren”.

Por último, dentro de los equipos de atención de 
niñez y adolescencia en contextos migratorios, 
se recomienda revisar la repartición de tareas 
y responsabilidades diarias en los espacios de 
trabajo. Analizar la incorporación de equipos 
mixtos de trabajo, no delegar únicamente en las 
mujeres los trabajos de limpieza o los cuidados, 
por considerarlas aptas para ello. 

Procedimientos de atención transversales al 
género

Según el tipo de atención que se brinde dentro 
del contexto migratorio: tránsito o retorno, 
los objetivos de las intervenciones deben de 
orientarse a la identificación de vulnerabilidades 
para realizar una gestión de caso y seguimiento 
acorde. 

Desde la perspectiva del género, las condiciones 
de vulnerabilidad deben de atenderse 
considerando la inequidad en el acceso a la  
salud, integración social y todas aquellas que 
atenten contra el desarrollo de un proyecto de 
vida.  
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Cuando el procedimiento indique que una niña, 
niño o adolescente ha sido vulnerado o víctima 
de un hecho, las rutas de derivación deben ser 
claras, apegadas a la ley y que no permitan una 
intervención arbitraria: matrimonio forzado, 
violación sexual, deserción escolar, entre otros. 
Es decir, aún considerando que “es esperado” 
o “común” que una adolescente sea forzada 
a contraer matrimonio, existen medidas de 
protección que deben aplicarse.

Considerar que un hecho u otro son de riesgo, 
únicamente deja de manera ambigua qué 
identificar y qué es lo que físicamente produce 
más daño, por lo que se recomienda, según 
el contexto, realizar una clasificación de los 
posibles ámbitos de vulnerabilidad y en qué 
impactan, según sea hombre o mujer. 

Dicha clasificación también se va construyendo 
y ampliando conforme la práctica y tomando 
en cuenta las experiencias de las niñas, niños y 
adolescentes que comparten sus historias.

Conclusiones preliminares

La edad, el género,   la posibilidad  migrar de 
nuevo y el corto tiempo que se tiene para 
trabajar en espacios de recepción y seguimiento, 
pueden limitar las intervenciones. Así mismo, 
estos espacios deben ser considerados claves 
de oportunidad para resultados a mediano 
y largo plazo, sobre todo en la atención e 
identificación de situaciones de riesgo e ir  más 
allá de la documentación migratoria.

Es posible concluir que el reto de hablar de 
migración de NNA desde el género, representa 
trabajar por sobre una serie de interpretaciones 
personales y también experiencias colectivas, 
en donde la mujer y el hombre han sido 
atendidos desde la diferencia – que segrega- 
y no en las condiciones de desigualdad; por 
ejemplo, se conoce el porcentaje de niñas, 
niños, adolescentes varones y adolescentes 
mujeres que migran, pero no se visibiliza según 
el género el motivo migratorio, las causas de la 
deserción escolar o la cantidad de veces que las 
mujeres migran por segunda, tercera o cuarta 
ocasión.  

Ante esto, es importante implementar prácticas 
que partan de la reflexión multidisciplinaria y 
la necesidad de encontrar nuevas miradas a la 
desigualdad de niñas, niños y adolescentes en 
contextos migratorios:

Cada espacio de atención cuenta – o debe 
contar- con una entrevista, con el objetivo de 
documentar y conocer aspectos generales 
de la condición migratoria. En consecuencia, 
es importante revisar la viabilidad en   la 
construcción e implementación de una 
entrevista diferenciada para hombres y mujeres. 

Se conoce sobre la migración y las estadísticas 
de la misma, debido al llenado de bases 
de datos y la documentación de casos. 
Realizarlas con enfoque de género implica no 
únicamente segregarlas por sexo,  Por ejemplo, 
las estadísticas de NNA con personas con 
necesidades de protección son importantes, 
pero conocer cuáles son las necesidades 
de las mujeres y los hombres por separado, 
al momento de solicitar refugio, generará 
información sobre el abordaje posterior y 
los retos de reinserción comunitaria que se 
requieran.

En espacios de atención inmediata –albergues, 
por ejemplo- niñas, niños y adolescentes 
han presentado necesidades básicas que 
no han podido ser atendidas; pareciera que 
lo necesario no es inmediato. Los equipos 
multidisciplinarios pueden evaluar la 
incorporación de un kit primario que contenga 
elementos básicos para hombres y mujeres que 
sea útil en contextos migratorios. Por ejemplo, 
un kit para mujeres puede incluir –entre otras 
cosas generales y según la edad-: toallas 
sanitarias, ropa interior de algodón, vitaminas, 
analgésicos para dolores menstruales.

La información de procesos migratorios, 
regularización, solicitud de protección 
internacional, debe realizarse utilizando un 
vocabulario acorde a la edad y diferenciarlo 
según el género. Los mecanismos a utilizar son 
amplios, desde carteles, cuñas de radio, videos, 
folletos.

-

-

-

-
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La información tendrá más impacto e identificación 
si se realiza de manera diferenciada.

Incidir sobre las causas estructurales de la 
desigualdad y la migración no se resuelven 
únicamente desde la construcción y la aplicación 
de protocolos. Se requiere de esfuerzos macro que 
incidan en las diversas esferas que conforman el 
proyecto de vida de una niña, niño o adolescente, 
el compromiso de un Estado para la generación de 
oportunidades equitativas, entre otros.

Visibilizar el enfoque de género en la atención a 
niñas en contextos migratorios y evidenciarlo en 
un protocolo, en una estadística, en una derivación, 
es un comienzo. 
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Por Belinda Portillo
Plan International

Migración: 
¡rescatando el derecho a tener derechos!

En los últimos años, el desplazamiento 
forzado se ha convertido en un tema 
prominente en las agendas políticas a nivel 
mundial, regional y nacional. Hoy una de 
cada 113 personas en el mundo es una 
refugiada, está internamente desplazada 
o está buscando asilo. El desplazamiento 
forzado afecta desproporcionadamente a los 
niños y particularmente a las niñas, quienes 
enfrentan riesgos y barreras particulares para 
hacer efectivos sus derechos, debido a la 
discriminación y los obstáculos relacionados 
con el género y la edad. 

En 2016, el 51 % de la población refugiada tenía 
menos de 18 años, frente al 41 % en 2009. Las 
causas para migrar son de todos conocidas 
y tiene su origen en la pobreza, marginación, 
inequidades sociales, violencia y la falta de 
oportunidades. Esta problemática no es ajena a 
Honduras, estando en “El ojo del huracán” a casi 
5 años de la crisis migratoria que inició en el 2013 
y reportó un desplazamiento masivo de familias 
enteras y niñas, niños y jóvenes no acompañados.

Los factores estructurales que causan la migración 
aún prevalecen, ya que, en todos estos años, no se 
ha logrado desarrollar una estrategia a largo plazo 
con un enfoque holístico, que integre programas 
que privilegien la prevención, atención, protección 
y ofrezca oportunidades de generación de 
ingresos para las personas desplazadas y para 
sus familiares y, sobre todo, acciones concretas 
dirigidas a eliminar los problemas estructurales y 
todas las formas de violencia. 

Más allá del impacto económico y pérdida 
de capital humano que deja la migración, 
está el impacto social que se refleja en la 
desintegración familiar, con las complicaciones 
que esto produce, como son: el cambios en los 
roles y responsabilidades de los miembros que 
permanecen en el país; el establecimiento de 
una nueva jefatura del hogar la que, en la mayoría 
de los casos, recae en mujeres jóvenes, entre 15 
a 19 años, o en adultos mayores que no siempre 

aseguran el bienestar de los niños que quedan a 
su cargo; y sobre todo el impacto emocional que 
sufren los que quedan atrás, por el sentimiento de 
pérdida y abandono.

La migración tiene tres caras: la de los que se van, 
la de los que quedan y la de los que retornan; 
en cada una de ellas se enfrentan una serie de 
situaciones de riesgos que llevan a la violación 
y/o privación de sus derechos. Las niñas y niños, 
sin importar las circunstancias deben ser tratados 
como tales; pero las niñas y niños que migran se 
enfrentan a una cruda realidad en el momento 
en que se les aplican las leyes migratorias, sus 
derechos caen en una zona gris, donde se les 
arrebata su condición de niñas o niños al pasar a 
ser calificados como “migrantes”. 

La palabra niña o niño se pierde en la burocracia 
migratoria y es reemplazada con términos como: 
“indocumentados”, “en situación irregular”, “no 
acompañados”, “separados”, “víctimas de trata de 
seres humanos”, “refugiado”, “solicitante de asilo”, 
etc. Lo único que esto provoca es que las niñas y 
niños terminen recibiendo un grado diferente de 
protección o disfrute de sus derechos, en función 
de la “categoría” migratoria en la que han sido 
colocados. Esto se hace sin enfoque de derechos, 
violando uno de los principios fundamentales de 
la Convención de los Derechos del Niño, que dice 
que todos las niñas y niños en cualquier lugar del 
mundo y en cualquier circunstancia tienen los 
mismos derechos; sin embargo, cuando migran, 
estos derechos se violan de forma continua antes, 
durante y después del desplazamiento.

Imagen: Belinda Portillo. Plan International
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Por ello, es importante buscar de forma urgente 
soluciones al problema de la migración, que 
aseguren el cumplimiento de los derechos 
no solo de los que se van, sino de todos los 
miembros de la familia, especialmente los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes. No 
hay que olvidar que las tres caras de la migración 
impactan de lleno en el bienestar de las niñas y 
niños, comprometiendo en muchas ocasiones su 
salud física y mental, dificultándoles el disfrute de 
derechos tan básicos para ellas y ellos, como la 
educación, el juego o crecer en el seno de una 
familia, con buena alimentación y en una vivienda 
digna y estable. Estas privaciones y experiencias 
tendrán consecuencias de por vida y en muchas 
ocasiones les impedirán desarrollar todo su 
potencial. Es innegable que la migración cambia 
la vida de niñas, niños y adolescentes; lo que se 
debe hacer es asegurar que este cambio no les 
afecte en la realización de sus derechos.
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Por
Julia 
González
Deras1

“Ustedes somos nosotros y nosotros somos ustedes”
II Encuentro Regional de Familiares de Migrantes Desaparecidos y Ejecutados

Guatemala, agosto del 2018

Siempre Están: Verdad y Justicia

La Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos ha 
señalado que las personas 
que se encuentran en 
contexto de movilidad 
humana: migrantes y sus 
familias, solicitantes de 
asilo, refugiadas, apátridas, 

víctimas de trata y personas desplazadas 
internas, son vulnerables de violaciones de 
derechos humanos. (Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, 2013).

La extorsión, violencia sexual, trata, secuestro, 
discriminación, racismo, xenofobia, desaparición 
forzada y asesinato, las pone en situación de 
mayor vulnerabilidad. A lo que se suma la 
ausencia de condiciones y garantía en los países 
de tránsito y destino para acceder a la justicia, 
para quienes migran en situación irregular.

Todo lo anterior se da en contextos de 
criminalización, estigmatización y políticas 
antimigratorias adoptadas por los Estados desde 
un enfoque de seguridad nacional versus un 
enfoque de derechos centrado en la persona. 
Y desde los Estados de origen las condiciones 
estructurales que no garantizan el derecho a 
no migrar, porque la migración irregular es una 
migración forzada, no una opción entre otras; y 
muchas veces es la única alternativa posible para 
la vida.

Las condiciones de vulnerabilidad llegan al 
extremo de la desaparición, muerte y asesinato 
en el tránsito hacia Estados Unidos de América 
de la población migrante irregular. 

“La desaparición de una persona es una tragedia 
no sólo para la persona que desaparece, 
sino también para sus familiares…” (Comité 
Internacional de la Cruz Roja, 2009:13).

Tres masacres han visibilizado este drama: la 
primera de ellas, la masacre de 72 personas en el 
municipio de San Fernando, Tamaulipas al norte 
de México en agosto de 2010, donde un grupo 
del crimen organizado asesinó a 58 hombres y 
14 mujeres; entre las víctimas se han identificado 
13 personas guatemaltecas. La segunda 
masacre en San Fernando, en abril de 2011, 
donde se descubren 193 restos de personas en 
47 fosas clandestinas. Los cuerpos -la mayoría 
migrantes en tránsito por México y varios de 
ellos centroamericanos- presentaban señales 
de tortura. Hay indicios de la participación de 
policías municipales de San Fernando. Además, 
en mayo de 2012 se encontraron 49 torsos de 
personas migrantes -42 hombres y 7 mujeres-, 
al borde de la carretera en Cadereyta, Nuevo 
León (Fundación para la Justicia y el Estado 
Democrático de Derecho, 2015).

La investigación realizada por el Estado mexicano 
no ha permitido esclarecer los hechos de estas 
masacres, dilucidar la posible participación de 
agentes estatales (desaparición forzada), ni el 
acceso a la verdad y la justicia para las familias.

La información y estadísticas sobre los casos de 
migrantes desaparecidos presenta subregistros, 
aunque se cuenta con algunos datos a partir del 
trabajo de diversas organizaciones y de la base 
de datos del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El contexto de 
las migraciones

Migrantes desaparecidos y asesinados 

1Coordinadora Ejecutiva

Imagen: Julia González. 
menamig.org
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5MENAMIG, FJEDD y ECAP.

El Equipo Argentino de Antropología Forense 
–EAAF- reporta del 2010 a 2015, 814 casos 
de migrantes no localizados2, de ellos 86 
corresponden a migrantes de Guatemala, de un 
total de 84 familias. Para el mismo período las 
identificaciones por el Bando de Datos Forense 
-BDF- es de 23 personas guatemaltecas; y reporta 
como país de hallazgo de los restos: México -10 
personas-, Estados Unidos de Norte América -13 
personas- (EAAF, s/f).

Entre los hallazgos de la Misión de Investigación 
y Denuncia (Red Jesuita con Migrantes 
Centroamérica, 2016), se documentan 200 casos 
a partir de registros de la Procuraduría de los 
Derechos Humanos de Guatemala y el Equipo de 
Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial (ECAP).

La Fundación para la Justicia y el Estado 
Democrático de Derecho (FJEDD) tiene 
documentados a través del trabajo de la Red 
Regional Verdad y Justicia3 93 casos de personas 
migrantes de nacionalidad guatemalteca 
desaparecidas en su tránsito por México, de ellas 
8 son mujeres y 85 hombres (FJEDD, junio 2017).

La FJEDD señala que entre agosto de 2015 y mayo 
de 2017, en el marco del trabajo de la Comisión 
Forense (CF) de México, se han notificado, 
repatriado y entregado 18 cuerpos de personas 
de nacionalidad guatemalteca.4

Aunque antes de la creación de la CF se habían 
identificado y entregado, por parte del gobierno 
mexicano, cuerpos de personas de nacionalidad 
guatemalteca, de quienes existen dudas de los 
familiares sobre la certeza de la identificación. 
Esta Fundación representa 16 de estos casos, de 
cuerpos entregados sin elementos científicos y 
legales que sustenten la identificación. Además, 
en estos procesos las familias fueron violentadas 
en sus derechos, entre otros, con la cremación de 
algunos restos sin la autorización de las familias.

En Guatemala los familiares de migrantes 
desaparecidos iniciaron un trabajo en conjunto, 
desde hace varios años, y ahora están organizados 
en la Asociación de Familiares de Migrantes 
Desaparecidos de Guatemala (AFAMIDEG). 
Entre sus demandas fundamentales están: 
conocer la verdad, el acceso a la justicia y la 
reparación. Además, reclaman al gobierno la 
coordinación interinstitucional, ante la evidente 
desarticulación; y a nivel internacional, la 
formulación e implementación de convenios 
regionales e internacionales con otros Estados, 
identificación de restos encontrados en México 
a través de la Comisión Forense de México, la 
creación de bancos genéticos e investigación, 
entre otros temas. Los familiares exigen ser 
parte del proceso que permita encontrar a las 
personas desaparecidas y que los familiares 
sean reconocidos como víctimas. 

La Comisión Forense y el Mecanismo de Apoyo 
Exterior creados en México, han abierto a 
las familias una opción para la denuncia y la 
búsqueda sin tener que llegar a ese país (que 
generalmente se dificulta el acceso a visa). 
Sin embargo, es necesario reforzar el trabajo 
con la corresponsabilidad del gobierno. Que 
entre temas garantice la ética en los procesos 
de notificación y recepción de restos; si 
después de la repatriación de restos las familias 
quieren acceder a la justicia, cómo hacerlo; 
el acompañamiento legal y psicosocial a los 
familiares; cómo manejar el tema de seguridad 
de las familias y los acompañantes externos.

Desde la AFAMIDEG y las organizaciones 
que acompañamos su trabajo5, se evidencia 
la necesidad de la creación de rutas claras 
para la denuncia y el seguimiento de casos, 
con la articulación de las instituciones 
gubernamentales, los familiares y organizaciones 
no gubernamentales que les acompañan.2De El Salvador, Honduras, México, Guatemala, Costa Rica, Ecuador y Perú.

3Entre otros, son miembros la Asociación de Familiares de Migrantes 
Desaparecidos (AFAMIDEG), ECAP, FJEDD y MENAMIG.
4El convenio de creación de la Comisión Forense se puede consultar en 
la siguiente liga: http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=53
12887&fecha=04/09/2013

Los familiares organizados



28

En Guatemala no existen los mecanismos 
institucionales de búsqueda y acceso a la 
justicia para familiares de personas migrantes 
desaparecidas. Esta política de Estado ha 
invisibilizado una tortuosa realidad que padecen 
miles de familias de migrantes desaparecidos o 
asesinados.

El Ministerio de Relaciones Exteriores (MINEX) 
a partir del 2013 cuenta con una base de datos 
Ante Mortem y Post Mortem7, para el registro de 
los casos de personas migrantes guatemaltecas 
desaparecidas en el exterior. 

Este Ministerio señala que del 2010 al 2017 tiene 
en sus registros 373 casos de personas migrantes 
guatemaltecas desaparecidas en el exterior, de 
ellas 319 son hombres y 54 mujeres; a esa fecha los 
casos permanecían abiertos y en investigación, lo 
que hace pensar que ninguna de estas personas 
había sido localizada (MINEX, Unidad de 
Información Pública, 2018). Y en relación con las 
personas migrantes guatemaltecas asesinadas en 
el tránsito, algunas dificultades de la información 
que tienen disponible se relacionan con la falta 
de datos de la causa del fallecimiento (del 2010 al 

6Organizado en México por el Movimiento Mesoamericano Migrante, 
donde participan comités de familiares de Guatemala, El Salvador, 
Honduras y familiares de Nicaragua. Cuyo objetivo es la visibilización 
de la problemática de la desaparición de migrantes en su tránsito por 
México y la búsqueda en vida.
7Tras la firma de un convenio con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR).

La responsabilidad de las instituciones 
gubernamentales

2014), así como del lugar exacto de la defunción 
(del 2015 al 2017).

Existe responsabilidad del Estado con las 
personas guatemaltecas desaparecidas en el 
tránsito o destino y con sus familiares, adoptando 
las medidas necesarias para la búsqueda en vida 
e identificación de restos, que permita garantizar 
el acceso a la verdad y la justicia.

De igual manera, responsabilidad en la 
búsqueda de las personas migrantes de otras 
nacionalidades que estén desaparecidas o 
no localizadas en Guatemala; y medidas de 
prevención para quienes puedan estar en riesgo 
de desaparición si regresan a sus lugares de 
origen, sobre todo quienes se han desplazado 
por violencia e inseguridad. En este sentido, 
señalar que la no aplicación del principio de no 
devolución o la negativa a otorgar la condición 
de refugiado a las personas implica que el Estado 
no toma las medidas necesarias para asegurarlas 
(Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias, 2018).

“En las autoridades estatales recae, en primer lugar, 
la responsabilidad de evitar las desapariciones 
y de averiguar el paradero de las personas 
dadas por desaparecidas” (CICR, 2009:17). Con 
esta afirmación se hace referencia a que son los 
gobiernos los primeros responsables en hallar 
soluciones y adoptar todas las medidas necesarias 
para evitar la desaparición, investigarla, responder 
a las necesidades de las familias de las personas 
desaparecidas, reconocer los hechos y determinar 
responsabilidades de las desapariciones en 
situaciones de conflicto armado, violencia interna 
y desapariciones forzadas.

En este sentido, concluimos afirmando que 
el Estado debe garantizar el derecho de las 
familias a conocer los hechos y paradero de la 
persona desaparecida, y las circunstancias de la 
desaparición o muerte de ser el caso; así como el 
derecho a la justicia para que los casos no queden 
en la impunidad. Porque, mientras las familias 
“no tengan certeza sobre la suerte de sus seres 
queridos, son incapaces de reconstruir sus vidas 
y sus comunidades…” (Unión Interparlamentaria, 
2006:2).

Otros comités de familiares de migrantes 
desaparecidos tienen largo tiempo trabajando 
en la región, desde Honduras y El Salvador. 
Ellos y AFAMIDEG han trabajado para propiciar 
y dar continuidad a diversos espacios que, 
como región, les permite enfrentar el drama y 
fortalecerse. Entre otros espacios están: la Red 
Regional Verdad y Justicia y la Caravana de 
Madres Centroamericanas6.

Las experiencias compartidas han permitido que 
se identifiquen temas conjuntos, crear lazos de 
solidaridad y el trabajo en red. 
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Por
Ligia FloresEl ABC de la Migración 

La perspectiva de género es esencial para el análisis y atención 
integral del fenómeno migratorio

“A menudo las personas migrantes suelen 
enfrentar formas interrelacionadas de 
discriminación (…) solo por su origen nacional, 
su situación migratoria, o más ampliamente 
por el hecho de ser extranjeros, sino también 
en razón de factores como su edad, género, 
orientación sexual, identidad de género, 
pertenencia étnico-racial, condición de 
discapacidad, situación de pobreza o pobreza 
extrema, entre otras”, (CIDH, 2015, p. 14).

Desde 2010, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) y su Relatoría sobre 
los Derechos Humanos de los Migrantes, 
han expresado su preocupación sobre las 
vulnerabilidades y violencias a las que están 
expuestas las personas migrantes de la región 
norte de Centroamérica (Guatemala, Honduras 
y El Salvador); principalmente durante su 
trayecto por México y al ser detenidos en 
Estados Unidos y los procedimientos de 
deportación. 

En ese contexto se han verificado que las 
niñas, niños y adolescentes migrantes afrontan 
una situación de “extrema vulnerabilidad” y 
“desprotección extrema”, según lo constató la 
CIDH en 2013, en una visita a México. En el caso 
de la violencia de género, supone impactos 
distintos en las niñas y las adolescentes en el 
contexto de flujos migratorios mixtos. 

Frente a estas realidades, la Comisión ha sido 
enfática en sus recomendaciones a los países 
expulsores, así como a los de tránsito y destino, 
para que sus respuestas en la atención del 
fenómeno migratorio, sean provistas de una 
perspectiva de género.

En su informe de 2013, Derechos humanos de 
los migrantes y otras personas en el contexto 

de la movilidad humana en México, la CIDH 
señaló que la violencia sexual, el tráfico y trata 
de personas con fines de explotación sexual 
o prostitución forzada y la esclavitud, son las 
principales violencias a las que están expuestas 
las mujeres migrantes, particularmente las 
niñas y las adolescentes (CIDH, 2013). 

Una preocupación central para la Comisión es 
el contexto de discriminación de género y el 
machismo, porque las violencias que impactan 
a las mujeres, adolescentes y niñas, por motivos 
de su género, son normalizadas: “Se considera 
a la violencia [de género] como parte del 
recorrido hacia Estados Unidos”, (CIDH, 2013, 
p. 95). 

Además, existe, escasa discusión pública y casi 
nula atención de los Estados de la región a las 
problemáticas, debido al desconocimiento 
sobre las implicaciones que suponen los 
impactos en la vida de las niñas, adolescentes 
y mujeres. “(…) la Comisión ha señalado que 
la situación de violencia y discriminación que 
enfrentan las mujeres migrantes por lo general 
se encuentra invisibilizada en la agenda pública 
y en los sistemas judiciales de los países de 
Mesoamérica, hecho que en particular también 
se observa en México”. (CIDH, 2013, p. 153).

En su informe sobre migrantes en México 
(2013), la CIDH documentó la violencia sexual 
que afrontan las adolescentes, como ocurrió 
con una chica hondureña en México. “La 
migrante hondureña agredida sexualmente 
por un delegado del INM [Instituto Nacional de 
México] (Tabasco), quien ofreció regularizar su 
situación migratoria cambio de que sostuviera 
relaciones sexuales con él”, (p. 96).
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Otro problema que enfrentan es el de los 
secuestros y las violaciones sexuales grupales, 
delitos que no son registrados por las 
características propias de la migración forzada, 
que obliga a callar a las víctimas sobre los 
abusos y violaciones a sus Derechos Humanos. 
“La Comisión observa con preocupación que 
al igual que con otros delitos que afectan a los 
migrantes, no existen cifras acerca de los delitos 
cometidos en contra de mujeres migrantes en 
razón de su género”, (CDIH, 2013, p. 97)

Amnistía Internacional señaló que 6 de cada 
10 mujeres y niñas migrantes son víctimas de 
violencia sexual en su tránsito por México. “La 
violencia sexual es un fenómeno generalizado”, 
(CIDH, 2013, p. 97).

El Comité para la eliminación de la 
discriminación contra la mujer (CEDAW, por 
sus siglas en inglés) estima que los Estados 
deben adoptar medidas especiales frente a la 
situación de vulnerabilidad “a la violencia que 
pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de 
su raza o de su condición étnica, de migrante, 
refugiada o desplazada”, (Convención Belem 
do Pará, artículo 9). 

En ese sentido, la CIDH esbozó sus primeras 
conclusiones y recomendaciones a los Estados 
expulsores de migrantes, en relación al 
derecho de las mujeres a vivir una vida libre de 
violencia, también en contextos migratorios: 

1.	 “En consonancia con lo señalado por 
la CEDAW, la Comisión considera que 
la incorporación de una perspectiva de 
género reviste una importancia esencial 
para el análisis de la situación de las mujeres 
migrantes y la elaboración de políticas para 
combatir la discriminación, la explotación y el 
abuso del cual son víctimas”, (CIDH, 2013, p. 
97).

2.	 “Esto acarrea obligaciones inmediatas de 
los Estados a investigar las prioridades y 
necesidades de este grupo de mujeres; 
recopilar la información y las estadísticas 
pertinentes, capacitar a funcionarios de 
migración, policía y judiciales sobre sus 
necesidades y realidades de vida; y crear 

las condiciones necesarias para que puedan 
ejercer plenamente sus derechos humanos. 
El sistema de justicia debe respetar su 
integridad y dignidad como víctimas y 
procesar de forma exhaustiva y rápida los 
casos de violencia sexual que les afectan”, 
(CIDH, 2013, p. 97).

3.	 Recomendación 31. “Elaborar políticas 
públicas para combatir la discriminación, la 
explotación y el abuso del cual son víctimas 
las mujeres migrantes. Estas políticas deben 
desarrollarse desde una perspectiva de 
género” (CIDH, 2013, p. 182).

4.	 Recomendación 32. “Llevar a cabo una 
evaluación sobre las principales necesidades 
de las mujeres migrantes, refugiadas o 
desplazadas, el cual preste particular atención 
a la situación de las niñas que se encuentran en 
alguno de estos grupos” (CIDH, 2013, p. 182).
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